
El Peruano
Martes 15 de agosto de 2017 7835JURISPRUDENCIA
o haya sido utilizada por otra unidad, es más se encontró 
información coincidente con la DUA presentada, por lo 
que el hecho que el motor y chasis tenga una numeración 
regrabada, ello no está relacionado con la DUA; máxime 
si no está en cuestionamiento el ingreso del vehículo sin 
el pago respectivo”.

VIGÉSIMO TERCERO. Debemos destacar que en 
el presente caso, el ingreso del vehículo sin el pago 
respectivo y la placa regrabada es lo que se pone en 
cuestión y fueron los motivos para proceder con la 
incautación del mismo, conforme a los hechos delictivos 
que continúan atribuyéndose por el Ministerio Público, 
cuya investigación continúa. 

VIGÉSIMO CUARTO. De lo anotado 
precedentemente, debe entenderse que para el caso 
de vehículos, un bien resulta intrínsecamente delictivo 
de Contrabando cuando se presente cualquiera de los 
supuestos típicos descritos en el considerando Décimo 
Noveno.

VIGÉSIMO QUINTO. En el caso, tenemos que a 
pesar que se dispuso el archivo de la investigación 
por presunto delito de Contrabando en sede fi scal, sin 
embargo en la Disposición Fiscal Superior N°203-2014-
MP-2FSPA-CUSCO quedo expresa mención que se 
dejaba a salvo el derecho del recurrente (SUNAT) para 
formular nuevamente su denuncia, motivo por el cual 
nuevamente procedió a formularla generando la Carpeta 
Fiscal N°892-2014, y que mediante la Disposición N°02 
obrante a fojas 197 del cuaderno de Confi rmatoria 
de Incautación, se ordenó derivar los actuados a la 
Fiscalía Provincial Penal de Arequipa, señalando 
entre sus fundamentos: “Si bien es cierto, que en el 
presente caso, el vehículo objeto de investigación fue 
incautado por la Administración Aduanera en el Cusco, 
sin embargo, de acuerdo con lo establecido en el Inciso 
3 del Artículo 21° del Código Procesal Penal aplicable 
extensivamente a la etapa de investigación preliminar: 
“la competencia por razón de territorio se establece…: 
3. Por el lugar donde se descubrieron las pruebas 
materiales del delito…”, en este caso en la ciudad de 
Arequipa donde se realizó legalmente la primera 
inscripción en registros públicos. Del mismo modo, 
considerando que existen elementos de convicción del 
delito de Contrabando, pero que no se ha determinado 
el lugar de su comisión (por donde ingresó ilegalmente a 
territorio nacional), sin embargo se ha establecido que 
los efectos del delito de Contrabando se produjeron 
en la ciudad de Arequipa, lugar en donde se logró 
la inscripción en los Registros Públicos de Arequipa 
con documentación presuntamente falsa, hecho 
del que además derivaría el delito de falsifi cación de 
documentos públicos, (…)”. 

VIGÉSIMO SEXTO. De lo que se colige que la licitud 
de la obtención del vehículo en mención sigue puesta a 
debate, no habiéndose desvirtuado aún la delictuosidad 
intrínseca del mismo, si es que para el Ministerio Público, 
que conduce las diligencias preliminares e Investigación 
Preparatoria Formalizada continúa en tal función, para 
que se establezca si efectivamente dicho bien constituye 
materia de contrabando, al haber sido presuntamente 
ingresado al territorio nacional vulnerando el control 
aduanero, y que no existe disposición fi scal defi nitiva 
que desvirtúe la comisión de un delito y que el bien no 
sea intrínsecamente delictivo. 

VIGÉSIMO SÉPTIMO. En ese sentido, para el caso 
de vehículo automotor descrito en “I. Fundamentos de 
Hecho”, dentro del apartado “Itinerario de la causa en 
primera instancia”, punto Primero, Placa de Rodaje V3J-
838, incautado por delito de contrabando, conforme a 
la descripción típica prevista en el artículo 2° de la Ley 
N°28008 –Ley de Los Delitos Aduaneros- conforme 
lo desarrollamos en el punto “II. Fundamentos de 
Derecho”, considerando décimo noveno, resulta ser 
intrínsecamente delictivo, cuando las conductas se 
subsumen en cualquiera de las conductas típicas que 
prevé tal disposición. 

VIGÉSIMO OCTAVO. El vehículo automotor del caso 
concreto cuenta con inscripción en registros públicos 
y viene siendo objeto de investigación en el Distrito 
Fiscal de Arequipa, por ser ahí donde se procedió a su 
inscripción, no cuenta con grabación original de chasis 
(regrabado) conforme al peritaje realizado; por lo que 
no existe un archivo defi nitivo de la investigación que 
descarte lo intrínsecamente delictivo del vehículo, porque 
aún no se ha podido determinar el origen lícito al no contar 

con la documentación que sustente sus características. 
Por lo que a pesar que frente a un archivo defi nitivo 
por no formalización de investigación preparatoria 
consentida o aprobado por el Fiscal Superior, el Juez 
de la Investigación Preparatoria tiene la facultad de 
decidir sobre la devolución del bien incautado cuando su 
naturaleza no es intrínsecamente delictiva, continuando 
en esclarecimiento Fiscal, no resulta conforme a ley la 
devolución del mismo, debiendo ser la administración 
aduanera quien mantenga el depósito del vehículo.  

DECISIÓN
Por estos fundamentos,  declararon: 
I. FUNDADO el recurso de casación por motivo de 

una indebida aplicación, una errónea interpretación o 
una falta de aplicación de la ley penal o de otras normas 
jurídicas necesarias para su aplicación, interpuesto 
por el Procurador Público de la Superintendencia 
Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria, en 
consecuencia:

II. CASARON la Resolución de vista del diecinueve de 
diciembre de dos mil catorce, emitida por la Primera Sala 
Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia 
de Cusco, en el extremo que confi rmó la de primera 
instancia del veintiocho de octubre de dos mil catorce. 
Y SIN REENVIO, actuando como órgano de instancia 
y pronunciándose sobre el fondo: REVOCARON la 
resolución número tres del veintiocho de octubre de 
dos mil catorce que declaró fundada la solicitud  de 
devolución de vehículo por Eriks Franklin Andía Peceros. 
En consecuencia se declara INFUNDADA tal Solicitud y 
se ordena que la Superintendencia Nacional de Aduanas 
y Administración Tributaria del Cusco, mantenga la 
administración y depósito del vehículo motorizado 
materia de autos, a quien debe ponerse a disposición.

III. ESTABLECIERON de conformidad con lo previsto 
en el inciso cuarto del artículo cuatrocientos veintisiete 
del Código Procesal Penal, como doctrina jurisprudencial 
los considerandos Décimo, Décimo Cuarto,  Vigésimo 
Sexto, Vigésimo Séptimo y Vigésimo Octavo del rubro II. 
Fundamentos de Derecho.

IV. MANDARON que la presente sentencia casatoria 
se lea en audiencia pública por la Secretaria de esta 
Suprema Sala Penal; y, acto seguido, se notifi que a todas 
las partes apersonadas a la instancia, incluso a las no 
recurrentes.  

V. DISPUSIERON se transcriba la presente Ejecutoria 
a las Cortes Superiores en las que rige el Código Procesal 
Penal para su conocimiento y fi nes, y se publique en el 
diario ofi cial El Peruano. 

Interviniendo la señora Jueza Suprema Chavez Mella 
por vacaciones del señor Juez Supremo Villa Stein.

S. S.

PARIONA PASTRANA
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Sumilla: Resultados tardíos e imputación objetiva.- 
La consumación del delito de homicidio culposo no 
requiere ser instantánea. Se requiere verifi car mediante 
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la teoría de la imputación objetiva (especialmente la 
categoría del riesgo permitido) si el resultado de la muerte 
independientemente del momento que se genere es 
causa directa del actuar negligente del sujeto activo.

SENTENCIA CASATORIA

Lima, once de julio de dos mil diecisiete.-

VISTOS; en audiencia el recurso de casación 
excepcional interpuesto por el representante del Ministerio 
Público, contra la resolución de vista del doce de agosto 
de dos mil dieciséis -fojas 03 del cuadernillo de casación-. 
Interviene como ponente el señor Juez Supremo PARIONA 
PASTRANA.

I. HECHOS IMPUTADOS:

PRIMERO: Conforme la acusación fi scal –fojas 1- se 
imputa a Henkel Canelo Loja la presunta comisión del 
delito contra la vida, el cuerpo y la salud, en la modalidad 
de homicidio culposo agravado –artículo 111, tercer 
párrafo, del Código Penal- en agravio de Juan Sebastián 
Maz Huiman; lesiones culposas agravada –artículo 124, 
último párrafo, del Código Penal-, en agravio de Alexander 
Canelo Isla.

SEGUNDO: Los hechos imputados se circunscriben, 
que el 03 de agosto de 2014, a horas 11:30 a.m. 
aproximadamente, se suscitó un accidente de tránsito 
tipo despiste, en el kilómetro 564 de la carretera 
Fernando Belaunde Terry – distrito de Tabalosos, 
provincia de Lamas – San Martín, en circunstancias en 
que el vehículo automotor de placa rodaje N° D80-914, 
marca Chevrolet, Modelo D-Max, Clase Pick Up, color 
rojo, discurría de dirección de sur a norte (Tarapoto – 
Moyobamba) conducido por Henkel Canelo Loja, y como 
acompañantes, sus menores sobrinos identifi cados como 
Juan Sebastián Maz Huiman y Alexander Canelo Isla 
de 10 y 8 años; que, al ingresar a una curva, el vehículo 
rosó con el guardavía o sardinel, perdiendo el control del 
mismo, cruzando al otro lado de la vía (lado izquierdo) 
para fi nalmente precipitarse a un abismo de 4.5 metros 
de profundidad, resultando seriamente lesionados los 
menores antes citados, quienes fueron trasladados, en un 
primer momento, al Centro de Salud de Tabalosos y, por 
la gravedad de las lesiones, fueron derivados al Hospital 
MINSA de la ciudad de Tarapoto, donde falleció el menor 
Juan Sebastián Maz Huiman, y al menor Alexander 
Canelo Isla lo trasladaron a la ciudad de Lima, para que 
reciba tratamiento médico especializado.

TERCERO: De las diligencias urgentes efectuadas se 
logró recabar el certifi cado de dosaje etílico N° 0056-
001941 practicado al conductor del vehículo accidentado, 
Henkel Canelo Loja, que arrojó positivo con una proporción 
de 1,25 g/l, con lo que se acredita que el conductor se 
estaba conduciendo el vehículo en estado de ebriedad, 
infringiendo no solo el Reglamento Nacional de Tránsito, 
sino también a la normativa penal. 

II. DEL AUTO DE APROBACIÓN DE ACUERDO 
PREPARATORIA (PRIMERA INSTANCIA)

CUARTO: El 14 de marzo de 2016 –fojas 56- se emite 
el auto de aprobación de acuerdo reparatorio, declarando 
el sobreseimiento de la causa seguida contra Henkel 
Canelo Loja. A efectos de llegar a la aprobación del citado 
acuerdo reparatorio, en virtud del artículo 2 inciso 6 del 
CPP, el juzgador en primera instancia se desvinculó de 
la acusación fi scal, señalando que los hechos que se 
imputan, respecto al agraviado Juan Sebastián Maz 
Huiman no confi guran delito de homicidio culposo 
agravado, sino delito de lesiones culposas –artículo 124, 
último párrafo, del Código Penal- con la subsecuente 
muerte del citado agraviado –véase fundamentos jurídicos 
3 y 4 de la resolución de primera instancia a fojas 56-

III. DEL AUTO DE APROBACIÓN DE ACUERDO 
REPARATORIO (PRIMERA INSTANCIA)

QUINTO: La resolución antes señalada fue apelada 
por el Ministerio Público –véase a fojas 72 el recurso de 
apelación- señalando en primer término que el juzgador 
no debía desvincularse de la imputación fi scal por delito 
de homicidio culposo, en tanto éste era correcto. Además 
el menor agraviado, murió a consecuencia directa de 

la negligencia cometida por el imputado Canelo Loja. 
Asimismo, afi rma que en el caso concreto existe una 
pluralidad de víctimas, por lo que no procede el acuerdo 
reparatorio. El 12 de agosto de 2016 se emitió la 
resolución de segunda instancia que resuelve confi rmar 
la aprobación del acuerdo reparatorio, avalando el 
razonamiento de primera instancia en su totalidad –véase 
fundamento jurídico N° 4.2.1 y 4.2.2. de la resolución de 
segunda instancia a fojas 148-

IV. DEL ÁMBITO DE LA CASACIÓN: 

SEXTO: Ante la resolución de segunda instancia, 
el Ministerio Público interpuso recurso de casación 
cuestionando la desvinculación que se efectuó en 
instancias precedentes respecto al delito de homicidio 
culposo agravado –tercer párrafo del artículo 111 del 
Código penal-. Revisado el recurso interpuesto, esta Sala 
Suprema mediante la ejecutoria del diecisiete de febrero 
de dos mil diecisiete admitió el recurso de casación, a 
fi n de desarrollar doctrina jurisprudencial respecto al 
momento de consumación del delito de homicidio culposo.

V. CONSIDERANDOS JURÍDICOS 

A. Del delito de homicidio culposo –artículo 111 del 
Código penal- 

SÉTIMO: El delito de homicidio culposo regulado en el 
artículo 111 del Código Penal señala que; “El que, por 
culpa, ocasiona la muerte de una persona, (…).”; es decir, 
estamos frente a un delito imprudente –por negligencia-, 
donde se transgrede el deber de cuidado. El tipo penal en 
mención se genera cuando el sujeto activo ocasiona la 
muerte del sujeto pasivo mediante acciones no dolosas, 
que se llevaron a cabo por negligencia, vulnerando el 
deber de cuidado necesario que se le exige según su rol. 

OCTAVO: Los supuestos ilícitos de homicidio –inclusive 
el homicidio culposo- son los clásicos ejemplos de delitos 
por resultado, pues la consumación del delito suele ser 
mediante un resultado instantáneo; en el cual es fácil de 
advertir que el resultado es la consecuencia directa del 
accionar –negligente o dolosos- del sujeto activo. Sin 
embargo, el problema jurídico surge cuando el resultado 
muerte no se genera de manera inmediata sino que se 
pospone en el tiempo.  En doctrina se han analizado 
diversos supuestos de resultados generados a largo 
plazo: 1) daños permanentes, 2) daños sobrevenidos y 3) 
daños tardíos1; considerando sin embargo que solo este 
último –resultados tardíos- puede generar la aplicación 
de la imputación objetiva a fi n de imputar responsabilidad 
penal por el resultado al sujeto activo. Es decir, que el 
resultado –tardío- se generó como consecuencia jurídica 
directa del accionar del sujeto pasivo.

NOVENO: Como se señaló, para poder determinar la 
comisión del delito de homicidio culposo –así como de 
otros delitos sean estos por culpa o dolo- en la actualidad 
jurídica se optado por el sistema de imputación objetiva, 
el cual permite excluir del ámbito jurídico penal acciones 
meramente causales. Así, dentro de las instituciones 
dogmáticas de imputación objetiva contamos con: 1) 
El riesgo permitido, 2) El principio de confi anza, 3) La 
prohibición de regreso, y 4) La imputación al ámbito de 
responsabilidad de la víctima.

DÉCIMO: A efectos de la resolución del presente 
caso es menester centrarse en la institución dogmática 
del riesgo permitido. Se trata de un instituto dogmático 
liberador de responsabilidad penal, que nos permite 
distinguir entre las conductas inmersas en el tipo penal y 
las que han de quedar fuera de su alcance, aun cuando 
hayan producido causalmente el resultado lesivo. Así, es 
necesario reconocer que la sociedad en la que vivimos es 
una sociedad de riesgos pues en determinados ámbitos, 
hay la necesidad de un riesgo –un riego permitido- contra 
los bienes jurídicos. En tanto se actué dentro del riesgo 
jurídicamente permitido, no se puede -normativamente 
hablando- quebrantar una norma.

DÉCIMO PRIMERO: Así, a efectos de la confi guración del 
delito de homicidio culposo no se exige que la muerte 

1 Cfr. VILLAVICENCIO TERREROS, Felipe A.  La imputación objetiva en la jurispru-
dencia peruana en Revista de Derecho – PUCP, N° 60, 2007, p. 271 
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de la víctima sea inmediata, pudiendo darse en un 
tiempo posterior –horas, días-.  Lo que importa, es que 
el deceso sea consecuencia directa del quebrantamiento 
del deber de cuidado del sujeto activo.2 Descartándose, 
que la muerte se haya generado por factores externos –
negligencia médica, etc.- que extingan la responsabilidad 
por el resultado del sujeto activo.

DÉCIMO SEGUNDO: Efectos procesales.- Considerando 
lo anterior, se requiere precisar que los conceptos 
dogmáticos deben ser adecuados al trámite procesal del 
caso concreto. En ese sentido, el proceso penal debe 
cumplir con ciertas etapas que se ejecutan dentro de 
plazos legalmente establecidos. Así, cuando producto 
de un accidente –generado por actuar negligente- el 
sujeto pasivo resulta con lesiones graves y estos en el 
transcurso de las investigaciones no generan la muerte 
del agraviado, la imputación que deberá realizar el 
Ministerio Público deberá limitarse al resultado lesivo 
que puede constatar en el momento; es decir lesiones –
graves-. Por otro lado, si antes de efectuar la acusación 
fi scal se ha podido constatar que el sujeto pasivo ha 
fallecido producto del actuar negligente del sujeto activo, 
se imputará el delito de homicidio culposo –sin importar 
que la muerte se genere al instante o tiempo después del 
accidente-.

VI. ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO: 

A. Respecto a la desvinculación del delito de 
homicidio culposo –artículo 111 del Código Penal-

DÉCIMO TERCERO: Conforme a los hechos narrados 
en los fundamentos jurídicos segundo y tercero de la 
presente ejecutoria  se puede advertir que los hechos 
materia de análisis se centran en que producto del actuar 
negligente del imputado Henkel Canelo Loja, quien 
condujo su automóvil en estado de ebriedad, se generó 
la muerte de Juan Sebastián Maz Huiman. Sin embargo, 
bajo el razonamiento de primera y segunda instancia, 
como la muerte del citado agraviado no fue inmediata, 
sino se produjo un día después de generado el accidente, 
los hechos no se subsumen en el delito de homicidio 
culposo, sino en el delito de lesiones graves con muerte 
subsecuente.

DÉCIMO CUARTO: En ese entender, se puede afi rmar 
que el razonamiento jurídico efectuado en las instancias 
precedentes, respecto a la desvinculación del tipo 
penal de homicidio culposo, resulta errado.  Como se 
señaló, para la confi guración del delito de homicidio 
culposo se debe verifi car que la muerte del sujeto 
pasivo es producto directo del accionar negligente 
del sujeto activo; así, en el caso concreto conforme 
los actuados presentados a esta instancias se tiene 
que el menor agraviado Juan Sebastian Maz Huiman 
falleció un día después del accidente generado por el 
imputado, a causa directa de las lesiones producidas 
en el accidente –véase a fojas 30 de la carpeta fi scal el 
certifi cado de defunción-.

DÉCIMO QUINTO: No existe en autos medios probatorios 
que puedan afi rmar que la muerte del menor agraviado 
fue consecuencia de otro acto diferente a las lesiones 
generadas en el accidente3.  Siendo así, se advierte que 
al momento de presentar el requerimiento de Acusación 
Fiscal – el 3 de agosto de 2015 a fojas 1- el delito de 
homicidio culposo se encontraba confi gurado. Por tanto, 
no correspondía la desvinculación de ofi cio efectuada a 
nivel de primera instancia que se convalidó en segundo 
grado. 

B. Respecto a la aprobación del acuerdo reparatorio

DÉCIMO SEXTO: Lo resuelto precedentemente, a 
consideración del Ministerio Público al momento de 
interponer recurso de casación tenía como fi n que se 
declare nulo el acuerdo reparatorio, en virtud del cual se 
declaró el sobreseimiento de la causa penal. Sin embargo, 
estando al principio de jerarquía del Ministerio Público de 
jerarquía (véase que dicho principio ha sido repetidamente 
invocado en la jurisprudencia de este Supremo Tribunal: 
R.N. N° 1795-2013, R.N. N° 1614-2013, entre otros.) y 
conociendo de la opinión Fiscal Suprema –véase a fojas 
61 del cuaderno de casación-, corresponde confi rmar la 
resolución recurrida en el extremo que decidió aprobar los 
acuerdos reparatorios y declarar el sobreseimiento de la 
causa penal-.

IV. DECISIÓN: 

Por estos fundamentos declararon:

I. FUNDADO el recurso de casación interpuesto por el 
representante del Ministerio Público Ismael Elvis Cueva 
Villanueva contra la resolución de vista del doce de agosto 
de dos mil dieciséis.

II. CASARON la resolución del doce de agosto del dos 
mil dieciséis –fojas 148-  que declara:  INFUNDADO el 
recurso de apelación interpuesto por el Ministerio Público 
en consecuencia CONFIRMAN el auto del 14 de marzo 
de 2016 que resuelve: TENER POR DESVINCULADO  
la califi cación jurídica efectuada por el representante del 
Ministerio Público y APROBAR los acuerdos reparatorios 
arribados por el imputado Henkel Canelo Loja con la madre 
biológica del menor agraviado Juan Sebastián Maz Huiman, 
Helen Huiman Riva, y con el padre biológico del menor 
agraviado Alexander Canelo Isla, Michael Alexander Canelo 
Isla; en consecuencia DECLARA EL SOBRESEIMIENTO 
de la causa seguida contra Henkel Canelo Loja procesado 
por la comisión del delito contra la vida el cuerpo y la salud, 
modalidad de lesiones culposas en agravio de los citados 
procesados. ORDENA el archivamiento del proceso.

III. SIN REENEVIO y en sede de instancia REVOCARON 
el extremo del auto  que se desvincula de la califi cación jurídica 
efectuada por el representante del Ministerio Público por delito 
de lesiones graves seguida de muerte en agravio del menor 
fallecido Juan Sebastián Maz Huiman; REFORMANDOLO 
califi caron el delito como homicidio culposo. 

IV. ESTABLECIERON como doctrina jurisprudencial 
vinculante, los fundamentos jurídicos DÉCIMO PRIMERO y 
DÉCIMO SEGUNDO, de la presente ejecutoria, los cuales hacen 
referencia al momento de consumación del delito culposo. 

V. MANDARON su publicación en el diario ofi cial “El 
Peruano” y en el portal o página web del Poder Judicial; 
y, los devolvieron.

VI. ORDENARON se dé lectura de la presente 
sentencia casatoria en audiencia pública. Hágase saber. 

SS. 

PARIONA PASTRANA

NEYRA FLORES

CALDERÓN CASTILLO

SEQUEIROS VARGAS

FIGUEROA NAVARRO

2 Cfr. PEÑA CABRERA, Freyre, Derecho Penal – Parte Especial, T.I, 2° Ed, Lima, 
Idemsa, 2013, p.169

3 Cfr. CLAUS ROXIN, Derecho Parte General, Madrid, Civitas, 1997, pp. 373 y 
ss. El autor señala que se puede excluir el resultado de la acción del autor 
siempre que se determine por ejemplo que su actuar imprudente no generó 
la muerte sino acciones imprudentes de terceros.
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SUMILLA: En el delito de colusión agravada se requiere 
que el agente perjudique o defraude de modo efectivo el 
patrimonio del Estado; es decir, se trata de un delito de 
resultado lesivo, donde el desvalor de la acción, esto es, 
la concertación idónea, no es sufi ciente para confi gurar 
el delito, pues aquí se exige la efectiva lesión o perjuicio 
al patrimonio del Estado –desvalor de resultado-. Una 
prueba idónea que permite establecer el perjuicio 
patrimonial concreto en una determinada entidad viene 


